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no podrá acceder a ningún recurso si no obtiene mayor grado de dependencia, por lo que hubo de solicitar 
la revisión del grado en junio de 2019, que tampoco se ha realizado.

Concluye resaltando que su hermana, tras ser reconocida como víctima de violencia de género, ha tenido 
que abandonar su ciudad, alejarse de su entorno y recorrer numerosos organismos sin conseguir acceder 
a ninguna ayuda ni apoyo, por lo que su estado anímico se ha deteriorado, precisa de atención psicológica 
que han de costear ambas, habiendo perdido calidad de vida tanto su hermana como ella, que a duras 
penas consigue compaginar la atención que aquélla precisa con sus obligaciones laborales y personales y 
hacer frente a las necesidades económicas de una persona discapacitada y dependiente.

1.7. Infancia, Adolescencia y Juventud
1.7.5. Medidas de protección; acogimiento familiar, acogimiento residencial y 
adopciones

1.7.5.1. Quejas sobre acogimiento familiar
...
De entre estas quejas destacamos la de una familia incluida en el programa de acogimiento familiar 

de urgencia de menores. Nos decía que en esos momentos tenía a su cuidado a un niño y a una niña, y 
que la niña, de siete meses de edad, tiene necesidades especiales derivadas de problemas neurológicos 
congénitos y otras patologías. Habida cuenta la necesidad de que la menor reciba atención temprana de 
estos problemas que pueden lastrar su crecimiento y capacidades futuras, solicitaron a la Administración 
que el acogimiento de la menor cambiase de modalidad, pasando a ser acogimiento familiar especializado, 
y que la respuesta que obtuvieron fue negativa.

Tras nuestra intervención pudimos constatar que la Administración reconsideró su decisión, admitiendo 
finalmente que el cambio en la modalidad de acogimiento de la menor, no sin antes exponer las dificultades 
económico presupuestarias que encontraron para gestionar este expediente, al resultar improcedente 
comprometer un gasto hasta no tener la disponibilidad presupuestaria idónea para ello, y sin que pudiera 
abonarse con efectos retroactivos tal como solicitaba la interesada (queja 18/3760).

...

1.8. Justicia, Prisiones y Política Interior
1.8.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite 

1.8.2.2. Prisiones 
...
Posteriormente, decidimos incoar de oficio el expediente de queja 19/1560 al haber detectado, de 

los numerosos expedientes de queja iniciados a instancias de los internos, las demoras que se venían 
produciendo tanto en la valoración de sus discapacidades como en la percepción de las prestaciones 
no contributivas. Si bien es cierto que dichas demoras la padecen toda la población, en el caso de la 
población reclusa se ve agravada al tener que esperar a que el Equipo de Valoración se desplace al centro 
penitenciario correspondiente, una vez acumulado un determinado número de solicitudes, o se acuerde 
por el centro penitenciario el traslado del interno.

Analizada la normativa de aplicación, tanto en el proceso de valoración de la discapacidad como de 
la pensión de invalidez no contributiva, y teniendo en cuenta que lo analizado es trasladable a toda 
la ciudadanía, ha sido nuestra pretensión poner el acento sobre la población reclusa y sus peculiares 
circunstancias, ya que a los avatares generales que pueden encontrar en la dificultad de la gestión del 
sistema de PNC, debemos añadir aquellas otras trabas que gravan sus peticiones por su condición de 
internos en prisión.

http://defensordelmenordeandalucia.es/se-tramita-de-urgencia-el-acogimiento-familiar-especializado-de-un-bebe-dada-su-situacion-de
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Básicamente, hemos descrito dos situaciones reiteradas. De un lado, los retrasos provocados 
por la escasa frecuencia de las sesiones exploratorias de los Equipos de Valoración, en los Centros 
Penitenciarios. De otro, los frecuentes traslados de estos beneficiarios entre diferentes centros de 
cumplimiento, que suponen continuos cambios en las competencias territoriales de los órganos gestores 
de las PNC entre las diferentes provincias andaluzas y, no digamos, cuando el traslado implica cambio 
de Comunidad Autónoma.

Por lo uno y lo otro, los internos se ven envueltos en procesos de actualización de los requisitos para 
acreditar la PNC, lo que implica que los pagos se suspenden o interrumpen durante meses.

En suma, la propia finalidad de equidad y justicia social que persigue el modelo de Pensión No 
Contributiva debe ponerse en valor a la hora de responder a las necesidades evidentes de este sector 
de población reclusa, que merece un especial esfuerzo para perfeccionar el alcance y significado de esta 
ayuda social.

Aprovechando actuaciones anteriores de esta Institución, debemos insistir en la necesidad de una 
reordenación de los recursos públicos, referidos a los medios materiales y personales adscritos a la 
gestión de estos expedientes. La prolongada situación de retraso en la resolución de las PNC y la falta 
de adopción de las medidas necesarias que permitan su tramitación en los plazos legalmente previstos, 
hace preciso incidir en la necesidad de que la Administración debe extremar el cumplimiento de los 
principios generales que está obligada a observar en su actuación.

Así, la Ley 4/2017, de 25 de septiembre, de los Derechos y la Atención a las Personas con Discapacidad 
en Andalucía, obedeció a la necesaria adecuación de la normativa autonómica a la Convención 
Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su Protocolo Facultativo, pasando 
desde el enfoque asistencial al de garantía de derechos. En su Exposición de Motivos reconoce “la 
atención específica a las personas con discapacidad por parte de los poderes públicos”, obligación 
recogida en las principales normas de nuestro ordenamiento jurídico (art. 49 en concordancia con los 
arts. 9 y 14 de la CE., o el propio Estatuto de Autonomía para Andalucía en los arts. 10.3.15.º y 16.º, 
14, 24, 37.1 5.º y 6.º, o 169.2), en su artículo 36 regula los centros de valoración y orientación (CVO) 
de personas con discapacidad.

Con el fin de mejorar la calidad de actuación fue elaborado el I Plan de Mejora de los CVO 2014-2016, 
ya finalizado y pendiente de aprobar un II Plan, tras haber sido ampliamente negociado y participado 
entra la Dirección General, las Delegaciones Territoriales y los profesiones de los CVO. Sin embargo, 
hasta la fecha no tenemos noticias de que dicha aprobación se haya producido.

Este I Plan de Mejora venía a indicar entre sus principales características de calidad del proceso, que 
las respuestas de las demandas de valoración se realizarán dentro del tiempo máximo establecido por 
Ley, debiendo ser resueltas el 100% de las solicitudes en un tiempo inferior a 6 meses, así como que 
desde la fecha de solicitud del reconocimiento del grado de discapacidad y la primera cita no debe 
transcurrir más de un 1 mes.

Sin embargo, de los expediente analizados en esta Institución se desprende una media de 8-9 meses 
para la resolución de las solicitudes, y de 5 a 7 meses en fijar la primera cita. Es decir en todos los casos 
se sobrepasan los plazos máximos de calidad del proceso establecidos en el Plan de Mejora.

Referente a los internos que habían dejado de recibir la PNC, como rasgo común en los expedientes de 
queja analizados, nos encontramos por un lado, que la interrupción de la prestación se produce cuando 
los internos son trasladados a otro centro penitenciario, y por otro lado, que cuando se vuelve a realizar 
una valoración de su discapacidad se producen las mismas demoras ya comentadas.

Como respuesta a la Resolución emitida en la queja 19/1560, se nos indicó que las Delegaciones 
Territoriales presentan signos evidentes de déficit en medios personales y en desarrollos tecnológicos, 
lo que conlleva sobrecargadas de trabajo.

Respecto a los medios personales nos transmitieron medidas extraordinarias, como es la elaboración de 
un Plan de Choque que conlleve la dotación de efectivos, con especial incidencia en las provincias de Málaga 
y Sevilla. Respecto al abordaje de un proceso de modernización tecnológica, iban a ser abordadas diversas 
medidas de gestión para lograr la interoperatividad y tratamiento de datos de las personas solicitantes 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/demora-en-la-valoracion-de-la-discapacidad-en-la-poblacion-reclusa-y-la-consiguiente-falta-de
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y beneficiarias de pensión no contributiva, así como de las integrantes de sus Unidades Económicas de 
Convivencia, a fin de realizar el reconocimiento inicial y revisiones de manera automatizada.

Para dicha finalidad, la Consejería de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación ha firmado una Encomienda 
de Gestión con la entidad Sandetel, para la implementación de cruces masivos en el sistema informático 
de gestión de pensiones no contributivas, así como en la mejora de la interconexión entre dicho sistema y 
el de los Centros de Valoración y Orientación. Con ello se conseguirá el vuelque automático de los datos 
de discapacidad en el sistema de gestión de pensiones, lo que ocasionará una mejora sustancial en los 
tiempos de tramitación de los expedientes de concesión de pensiones no contributivas de invalidez.

Otra medida de gestión que ya viene aplicándose es el Sistema de Consultas SCSP (supresión consulta 
soporte papel), que permite lanzar, para una misma persona, todas las consultas implementadas en 
el sistema informático de forma simultánea (DNl, padrón, prestaciones SEPEE, consulta prestaciones 
Registro de Prestaciones Sociales Públicas).

Asimismo, como resultado del trabajo coordinado entre la Intervención General de la Junta de Andalucía 
y la Oficina de Pensiones e Instituciones, se ha emitido la “Instrucción 4/2019, de la Intervención General 
de la Junta de Andalucía, por la que se establece la Fiscalización Previa Limitada de los expedientes 
de pensiones no contributivas de la Seguridad Social, con reconocimiento de obligaciones económicas”. 
Esta permitirá agilizar la gestión en la tramitación, ya que las Intervenciones Provinciales realizarán la 
fiscalización de expedientes de reconocimiento de la pensión, en base a un certificado de cumplimiento 
de requisitos que firmará cada Jefe de Servicio Provincial, lo que supondrá que no existan demoras sobre 
criterios interpretativos en cuanto a la propuesta de resolución de concesión de una pensión, circunstancia 
que en la actualidad se produce con frecuencia y ocasiona retrasos en la tramitación.

Como propuesta de mejoras tecnológicas, se ha de añadir la reivindicación por parte de esta Comunidad 
Autónoma de la implantación de un sistema informático de gestión de pensiones no contributivas a nivel 
nacional, que garantice la gestión homogénea y uniforme en todo el territorio del Estado. A la vista de 
la voluminosa carga de trabajo que la gestión de las referidas prestaciones conlleva, desde la Dirección 
General de Personas Mayores y Pensiones no Contributivas, se elevó al lMSERSO, como órgano responsable 
de la coordinación y homogeneización de actuaciones a nivel nacional, la oportunidad y conveniencia de 
un sistema único de gestión informática de prestaciones, así como la necesidad de disponer de un sistema 
de cruces coordinado a nivel nacional, para la agilización de los procedimientos de revisiones anuales y 
revisiones de oficio, lo cual aliviaría la carga de trabajo a los órganos gestores, que se traduciría en una 
atención más ágil de los procedimientos de concesión y abono de estas prestaciones

Por otro lado cabe decir que está en fase de borrador un Acuerdo de Procedimiento Coordinado, promovido 
por el lMSERSO, a raíz de la Resolución emitida con fecha de 7 de mayo de 2018 por esa Institución 
del Defensor del Pueblo Andaluz, recomendando el establecimiento de un procedimiento coordinado 
de aplicación, para los órganos gestores de las pensiones de la Seguridad Social en su modalidad no 
contributiva, que promueva la continuidad en el abono de la pensión en caso de traslados de expedientes 
de internos entre centros penitenciarios de diferentes Comunidades Autónomas.

...

1.8.3. Actuaciones de oficio, Colaboración de las Administraciones y 
Resoluciones no aceptadas 

1.8.3.1. Actuaciones de Oficio 
– Queja 19/1560, dirigida a la Consejería de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación relativa a la 

demora en la valoración de la discapacidad en la población reclusa y la consiguiente falta de continuidad 
en la percepción de la PNC.

1.9. Movilidad y Accesibilidad
1.9.1. Introducción

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-informan-de-las-medidas-para-agilizar-la-valoracion-de-la-discapacidad-en-la-poblacion-reclusa

